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Artículo 5.04 de la Ley 
de Armas de 2000. 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, el 

Juez Ramos Torres y el Juez Bonilla Ortiz. 
 
Jiménez Velázquez, jueza ponente.  

 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de septiembre de 2018. 

El peticionario José O. Reyes Del Valle, instó el presente 

recurso de certiorari el 17 de agosto de 2018. En él, solicita que 

revoquemos una Resolución dictada el 12 de julio de 2018 y 

notificada el 13 de julio de 2018, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Humacao. En esta, el foro primario declaró No Ha 

Lugar una Moción en solicitud de desestimación de causas al amparo 

de la Regla 64 (p) de Procedimiento Criminal, promovida por el 

peticionario y fundamentada en una presunta ausencia de prueba 

en relación a un elemento del delito imputado. La moción de 

reconsideración fue denegada mediante orden emitida el 19 de julio 

de 2018 y notificada el 20 de julio de 2018.  

Además, el peticionario solicitó que, en auxilio de nuestra 

jurisdicción, paralizáramos el juicio por jurado señalado para el 30 

de agosto de 2018. Mediante Resolución del 24 de agosto de 2018, 

denegamos la moción en auxilio del peticionario. Por otro lado, 
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ordenamos a la Oficina del Procurador General a presentar su 

posición en cuanto al recurso. Oportunamente, este compareció.  

Evaluadas las argumentaciones de las partes, expedimos el 

auto de certiorari solicitado y confirmamos el dictamen emitido por 

el foro de instancia, aunque por distintos fundamentos. 

I 

 Contra el peticionario se determinó causa probable para 

acusar por infracción al Artículo 5.07 (dos cargos) de la Ley de 

Armas de 2000 (Ley de Armas) y otros delitos. El fiscal presentó las 

correspondientes acusaciones ante el foro recurrido. 

Posteriormente, en lo referente a la infracción al Artículo 5.07 

de la Ley de Armas (posesión o uso ilegal de armas largas, 

semiautomáticas, automáticas o escopeta de cañón cortado), el 

Ministerio Público solicitó que se enmendara el pliego acusatorio, a 

los efectos de eliminar la frase “que puede ser disparada 

automáticamente” y rebajar el delito a una infracción al Art. 5.04 de 

dicha ley (portación y uso de armas de fuego sin licencia). El foro de 

instancia permitió que se enmendara la acusación.1 

Entonces, el peticionario presentó una Moción en solicitud de 

desestimación de causas al amparo de la Regla 64 (p) de 

Procedimiento Criminal, en la que solicitó la desestimación de la 

acusación enmendada por el Artículo 5.04 de la Ley de Armas. En 

la Moción, argumentó que autorizar la enmienda equivalía a 

permitirle al Ministerio Público imputar un delito distinto a aquel 

sobre el cual se determinó causa probable para acusar en vista 

preliminar. A tales efectos, razonó que en la vista preliminar no 

                                                 
1 La acusación original por infracción al Artículo 5.07 de la Ley de Armas imputó 

al peticionario que “portó, poseyó y usó un arma de fuego, pistola calibre .40 

cargada, que puede ser disparada automáticamente, sin haber obtenido una 

licencia expedida a tales efectos según lo dispuesto en la vigente Ley de Armas de 

Puerto Rico”. Apéndice del recurso, pág. 21. La acusación enmendada por 

infracción al Artículo 5.04 de la Ley de Armas imputó al peticionario que “portó, 
poseyó y usó un arma de fuego, pistola calibre .40 cargada, sin haber obtenido 

una licencia expedida a tales efectos según lo dispuesto en la vigente Ley de Armas 

de Puerto Rico”. Apéndice del recurso, pág. 32. 
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desfiló prueba sobre un elemento indispensable del Artículo 5.04 de 

la Ley de Armas; a saber, la falta de una licencia para portar el arma. 

Por tanto, el peticionario indicó que procedía la desestimación del 

pliego acusatorio enmendado que imputa una infracción al Artículo 

5.04 de la Ley de Armas.  

En la Resolución recurrida, el foro de instancia dedujo que el 

elemento de “sin tener una licencia de armas” del Artículo 5.04 de 

la Ley de Armas y el de “sin autorización de esta Ley” del Artículo 

5.07, equivalen a un mismo principio legal. Por tanto, razonó que si 

durante la vista preliminar desfiló prueba en cuanto al elemento de 

“sin autorización de esta ley” del Artículo 5.07, ello correspondía 

también a la otra expresión del Artículo 5.04 referente a “sin tener 

su correspondiente permiso”, ya que se trataba de dos maneras de 

decir lo mismo. Así, partiendo de la premisa de que la determinación 

de causa probable para acusar por el Artículo 5.07 de la Ley de 

Armas fue correcta, coligió que el peticionario no tenía razón en lo 

referente a que durante la vista preliminar no se pasó prueba sobre 

el elemento de la ausencia de licencia para portar un arma. En su 

consecuencia, declaró sin lugar la moción de desestimación al 

amparo de la Regla64 (p) de Procedimiento Criminal promovida por 

el peticionario.  

Inconforme, el peticionario instó el presente recurso y formuló 

los siguientes señalamientos de error: 

Erró el Tribunal de Instancia al denegar la moción al 
amparo de la Regla 64 (p) a pesar de que no se desfiló 
prueba alguna de que el peticionario no tenía licencia para 
portar armas de fuego, elemento indispensable en la 
infracción al Artículo 5.04 de la Ley de Armas. 
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia al equiparar el 
Artículo 5.04 con el Artículo 5.07 cuando ello no era la 
controversia en la desestimación presentada por el 
peticionario. 

 

Por su parte, la Oficina del Procurador General planteó que 

durante la visa preliminar quedó demostrado que el peticionario 

portó un arma de fuego, por lo que, de conformidad con la 
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interpretación jurisprudencial, le aplica la presunción de que la 

portación era ilegal y que dicha presunción no fue derrotada por el 

peticionario. Añadió que el peticionario cuestionó la apreciación o la 

suficiencia de la prueba testifical de la vista preliminar, sin someter, 

como parte del perfeccionamiento del recurso, algún medio de 

reproducción de prueba oral. Por ello, sostuvo que este Foro no 

cuenta con los elementos necesarios para pasar juicio sobre la 

apreciación razonada y fundamentada de la prueba que realizó el 

foro primario. Por último, indicó que al amparo de las reglas de 

hermenéutica, resulta correcto en derecho interpretar que el vocablo 

“licencia” se refiere a una “autorización”. 

II 

Toda persona imputada de delito grave tiene el derecho a la 

celebración de una vista preliminar, en la que se debe determinar 

que existe causa probable en cuanto a (1) que se cometió el delito 

grave imputado, y (2) que la persona imputada lo cometió. Sin 

embargo, ello no supone la celebración de un minijuicio, ya que el 

objetivo de la vista preliminar es constatar que el Estado cuenta con 

una justificación adecuada para continuar con el proceso judicial. 

Específicamente, se ha definido la responsabilidad probatoria del 

Ministerio Público durante esta etapa como una scintilla de 

evidencia que brinde paso a una determinación prima facie sobre los 

dos aspectos mencionados. Pueblo v. Negrón Nazario, 191 DPR 720, 

732-734 (2014). 

Ahora bien, una vez se determina causa probable para acusar, 

y presentada la acusación, el acusado puede presentar una moción 

de desestimación al amparo de la Regla 64 (p) de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. II. En cuanto a este punto, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha reconocido que procede la desestimación 

de una acusación al amparo de la Regla 64 (p) de Procedimiento 

Criminal, supra, en dos escenarios particulares: (1) en aquellas 
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circunstancias en las que se determine causa probable para acusar, 

a pesar de la ausencia total de prueba sobre alguno de los elementos 

del delito imputado o de su conexión con el acusado y (2) cuando se 

haya infringido alguno de los requisitos o derechos procesales que 

se deben observar durante la vista preliminar. Pueblo v. Negrón 

Nazario, supra, pág. 735.  

Hay que señalar que la determinación de causa probable para 

acusar goza de una presunción de corrección. Por tanto, le 

corresponde al acusado persuadir al tribunal de que la 

determinación de causa probable no fue conforme a derecho bajo 

alguno de los escenarios reconocidos bajo la Regla 64 (p) de 

Procedimiento Criminal, supra. Id. En el caso del primer escenario 

–ausencia total de prueba sobre alguno de los elementos de delito 

imputado o de su conexión con el acusado- el criterio rector debe 

ser total ausencia de prueba. Es decir, únicamente en ausencia total 

de prueba durante la determinación de causa probable es que 

procede la desestimación de la acusación impugnada. Id., pág. 736.  

Por otro lado, el Art. 5.07 de la Ley de Armas, 25 LPRA sec. 

458f, prohíbe que una persona porte, posea o use un arma larga 

semiautomática, una ametralladora, carabina, rifle, así como 

cualquier modificación de estas o cualquiera otra arma que pueda 

ser disparada automáticamente o escopeta de cañón cortado a 

menos de dieciocho (18) pulgadas, sin autorización de la 

mencionada ley.  

De otra parte, el Art. 5.04 de la Ley de Armas, 25 LPRA sec. 

458c, prohíbe que una persona transporte cualquier arma de fuego 

sin tener una licencia de armas, o porte cualquier arma de fuego sin 

tener el correspondiente permiso para portar armas.  

Como se observa, el delito de portación ilegal conlleva, como 

elemento esencial e imprescindible, una ausencia de autorización 

para la correspondiente portación del arma. La portación no 
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autorizada puede darse bien porque la persona transporte un arma 

o parte de esta sin licencia, o bien porque la persona porte un arma 

de fuego sin permiso de portación. Pueblo v. Negrón Nazario, supra, 

pág. 752.2 

Por su parte, el Art. 1.02 de la referida Ley, 25 LPRA sec. 455, 

define “licencia de armas” de la siguiente manera: 

(o) Licencia de armas. – Significa aquella licencia concedida 
por el Superintendente [de la Policía de Puerto Rico] que 
autorice al concesionario para tener, poseer y transportar 
armas, sus municiones, y dependiendo de su categoría, 

portar armas de fuego, tirar al blanco o cazar. 
 

De la anterior definición, surge que la licencia de armas 

constituye una autorización. Por tanto, el Artículo 5.04 de la Ley de 

Armas al referirse a una licencia de armas, se refiere a una 

autorización. Del mismo modo, en el Artículo 5.07 de la Ley de 

Armas la frase “sin autorización” se refiere a la falta de una licencia. 

Así, la decisión del foro primario de equiparar los vocablos de los 

Artículos 5.04 y 5.07 de la Ley de Armas es una interpretación 

correcta en derecho. 

Por otro lado, en relación a la controversia que nos ocupa, y 

durante la vigencia de la antigua Ley de Armas de 1951, el Tribunal 

Supremo resolvió que en los casos en que se imputa la portación o 

posesión ilegal de un arma de fuego, el Ministerio Público no está 

obligado a presentar prueba tendente a demostrar que el acusado 

carecía de permiso para la posesión o portación. Ello responde, 

según los casos que así lo han pronunciado, a que una vez probado 

el hecho de la posesión o portación, surge la presunción de portación 

                                                 
2 En el citado caso, el Tribunal Supremo de Puerto Rico se enfrentó a una 

controversia en la que tuvo que resolver, por primera vez, el alcance del delito de 
portación y uso de un arma de fuego sin licencia, según tipificado en el Artículo 

5.04 de la Ley de Armas de 2000. No obstante, la discusión giró en torno al hecho 

de que el acusado era un agente de la Policía de Puerto Rico, al que se le acusó 

por el delito de portación ilegal, por presuntamente utilizar su arma de reglamento 

en la comisión de un delito. Tras examinar la prueba que tuvo ante sí, el Tribunal 

Supremo resolvió que no procedía la acusación bajo el delito de portación ilegal 
contra el agente Negrón Nazario, pues este era miembro de la Policía de Puerto 

Rico y, por ende, estaba autorizado a portar su arma de reglamento sin límites de 

tiempo o lugar. 
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o posesión ilegal y es al acusado a quien corresponde destruir tal 

presunción. En particular, el Tribunal Supremo ha expresado lo 

siguiente:  

En casos de portación o posesión ilegal de armas de fuego 
el fiscal no viene obligado a probar que el acusado no tenía 
licencia con tal fin, cuando se ha alegado tal hecho en la 
acusación y se ha probado la portación o posesión del 
arma, ya que en ellos surge la presunción de portación o 
posesión ilegal y es al acusado a quien incumbe destruir 
tal presunción. Pueblo v. Segarra, 77 D.P.R. 736; Pueblo v. 
Negrón, 76 D.P.R. 346, en el cual dijimos a la pág. 351 que 
“...Existe sin embargo otro principio aceptado 
generalmente por los tribunales americanos al efecto de 

que no incumbe al fiscal aducir prueba afirmativa para 
sostener una alegación negativa cuya veracidad queda 
razonablemente indicada por las circunstancias 
establecidas y que de ser incierta pueda fácilmente ser 
contradicha mediante el ofrecimiento de prueba 
documental o de otra índole que probablemente está en 
poder del acusado o bajo su dominio.” Era por tanto 
innecesario considerar cualquier evidencia que el fiscal 
presentara para probar que el acusado no tenía licencias 
para portar o poseer armas de fuego, ya que al propio 
acusado era a quien correspondía probar que tenía tales 
licencias. Él no ofreció prueba alguna a ese efecto. 

 

Pueblo v. Pacheco, 78 DPR 24, 30 (1955). 
 

Como se observa, la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha 

validado la presunción en cuestión durante la vigencia de la antigua 

Ley de Armas de 1951. Al presente no existe un pronunciamiento 

expreso de dicho Foro que excluya la posibilidad de aplicar la 

presunción en cuestión a la Ley de Armas vigente. 

En cuanto a las presunciones, la Regla 301 de Evidencia 

define la presunción como “una deducción de un hecho que la ley 

autoriza a hacer o requiere que se haga de otro hecho o grupo de 

hechos previamente establecidos en la acción.” 32 LPRA Ap. VI, R. 

301. “A ese hecho o grupo de hechos previamente establecidos se les 

denomina hecho básico. Al hecho deducido mediante la presunción, 

se le denomina hecho presumido.” Id. 

Respecto a las presunciones en casos criminales, la Regla 303 

de Evidencia dispone: 

Cuando en una acción criminal la presunción perjudica a 
la persona acusada, tiene el efecto de permitir a la 
juzgadora o al juzgador inferir el hecho presumido si no se 
presenta evidencia alguna para refutarlo. Si de la prueba 
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presentada surge duda razonable sobre el hecho 
presumido, la presunción queda derrotada. La presunción 
no tendrá efecto alguno de variar el peso de la prueba 
sobre los elementos del delito o de refutar una defensa de 
la persona acusada. 
 
(a) Cuando beneficia a la persona acusada, la presunción 
tendrá el mismo efecto que lo establecido en la Regla 302 
de este apéndice.3 

32 LPRA Ap. VI, R. 303. 

Así pues, en casos criminales la presunción no puede tener 

carácter mandatorio contra el acusado. Es decir, la presunción no 

puede ser incontrovertible o concluyente; no puede tener el efecto 

de obligar al juzgador a inferir el hecho presumido cuando el 

acusado no presenta evidencia para refutarlo y no puede requerir 

que el acusado lo persuada con respecto a la no ocurrencia del 

hecho presumido. Ello obedece a que las presunciones 

incontrovertibles o concluyentes atentan contra la presunción de 

inocencia y, por tanto, son inconstitucionales. Pueblo v. Figueroa 

Pomales, 172 DPR 403, 428-429 (2007).  

III 

Como mencionamos, la jurisprudencia del Tribunal Supremo 

ha validado la presunción durante la vigencia de la Ley de Armas de 

1951 y, al presente, no existe un pronunciamiento expreso del 

Tribunal Supremo que excluya la posibilidad de aplicar la 

presunción a la Ley de Armas vigente. Nada en la actual Ley de 

Armas de 2000 sugiere que se haya rechazado o repudiado la 

aludida doctrina adoptada y refrendada por el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico sobre la presunción de la posesión o portación ilegal. 

                                                 
3 La Regla 302 de Evidencia versa sobre el efecto de las presunciones en los casos 
civiles. La misma establece que: “En una acción civil, una presunción impone a 

la parte contra la cual se establece la presunción el peso de la prueba para 

demostrar la inexistencia del hecho presumido. Si la parte contra la cual se 

establece la presunción no ofrece evidencia para demostrar la inexistencia del 

hecho presumido, la juzgadora o el juzgador debe aceptar la existencia de tal 

hecho. Si se presenta evidencia en apoyo de la determinación de la inexistencia 
de tal hecho, la parte que interesa rebatir la presunción debe persuadir a quien 

juzga de que es más probable la inexistencia que la existencia del hecho 

presumido.” 32 LPRA Ap. VI, R. 302.  
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Conforme a la norma anteriormente expuesta, concluimos que 

a nivel de vista preliminar, regida por el quantum probatorio de 

scintilla, el Ministerio Público, probado el hecho básico –posesión del 

arma de fuego- y en ausencia de prueba que la derrote, puede 

utilizar la presunción - falta de autorización de la posesión- para 

establecer uno de los elementos del delito imputado, a saber, la 

ausencia de licencia o permiso para portar el arma de fuego. Esta 

presunción, en unión a la prueba de la portación, en la etapa de 

vista preliminar, permitían al Ministerio Público establecer que el 

delito por infracción al Artículo 5.04 de la Ley de Armas se cometió 

y que fue el peticionario quien lo cometió. En su consecuencia, y por 

fundamentos distintos a los esbozados por el foro primario, 

resolvemos que carece de méritos el planteamiento del peticionario 

de que durante la vista preliminar no se pasó prueba sobre el 

elemento de la ausencia de licencia para portar un arma.  

Por último, y ante la conclusión a la que hemos llegado, 

declaramos sin lugar la Moción de reconsideración de la denegatoria 

de la moción de auxilio de jurisdicción presentada por el 

peticionario.  

IV 

 En virtud de lo anterior, se expide el auto de certiorari 

solicitado y se confirma la Resolución recurrida, aunque por 

distintos fundamentos. 

 Notifíquese inmediatamente al abogado de la defensa, al 

Ministerio Público y al Hon. Israel Hernández González, Juez 

Superior, Sala de lo Criminal de Humacao. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


